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Una democracia efectiva requiere la promoción de un crecimiento económico acompañado de equidad.  Poseído de esa preocupación, el Gobierno brasileño concentra sus esfuerzos en la eliminación de la pobreza y la inclusión social.  Teniendo presentes los compromisos asumidos en los Objetivos del Milenio y los mandatos de las Cumbres de las Américas, brasileño ha elaborado programas que comprenden primordialmente las siguientes áreas:

I. COMERCIO, INVERSIONES Y ESTABILIDAD FINANCIERA

El Brasil ha dado preponderancia a la estabilidad económica y ha adoptado una política fiscal orientada a generar superávit primarios y una política monetaria centrada en el logro de metas de inflación.  Ya en el 2003 el superávit primario del sector público consolidado equivalía al 4,27% del PIB, superando así el 4,25% establecido como meta para ese año, cifra que se elevaría al 4,5% en 2004 y, una vez más, sería superada por el 4,61% del PIB efectivamente registrado el año pasado.  No obstante, el país mantiene su firme compromiso de reducir la razón deuda pública/PIB.  Al mismo tiempo las exportaciones superaron el nivel de los US$60.000 millones en 2002, alcanzaron los US$73.000 millones en 2003 y superaron los US$96.000 millones en 2004.  Ese crecimiento hizo que ya en 2003 el superávit de la balanza de transacciones corrientes fuera del orden del 0,82% del PIB y en 2004 superara las expectativas, llegando al 1,94% del PIB.

Esos resultados, más el fuerte crecimiento del PIB en 2004 (que según datos preliminares alcanzó una tasa de aproximadamente 5,3%), permiten prever una evolución positiva tanto en lo referente a las finanzas públicas como en lo que atañe a las cuentas externas del país.  La deuda líquida del sector público se redujo al 51,81% del PIB en 2004, tras haber llegado a un nivel situado en torno al 57% al final de 2003.  La deuda externa total líquida –que entre el final de 2002 y diciembre de 2003 bajó del 36% a un nivel de aproximadamente 31% del PIB y del 273% al 207% del total exportado—deberá experimentar, también en el 2004, una sensible reducción.  La disminución de la vulnerabilidad del país mejora su calificación de riesgo y hacer prever un menor costo del crédito de la economía.

Además del desarrollo positivo en las áreas fiscal y externa, la política monetaria ha contribuido al marco de estabilidad económica.  El Banco Central ha cumplido metas inflacionarias (“inflation targeting”) y ha dado pruebas al mercado de su disposición de garantizar la estabilidad de la moneda y reaccionar ante cualquier amenaza inflacionaria.

Una “Agenda Microeconómica” complementa las medidas encaminadas a lograr el equilibrio macroeconómico y contribuye a dar sostenibilidad al crecimiento a largo plazo.  Las medidas complementarias desarrolladas en esos dos planos tienen como objetivo la reducción del costo del crédito y la creación de un ambiente de estabilidad y previsibilidad que propicie la eliminación de distorsiones en la asignación de los recursos.  La “Agenda Microeconómica” incluye,  entre las acciones institucionales, importantes avances en materia de reforma tributaria, ley de quiebras, reforma de la judicatura y aprobación de la ley de asociaciones público-privadas.

El trámite de la reforma tributaria ha avanzado en el Poder Legislativo.  Sus objetivos consisten en reducir y racionalizar la carga tributaria, reducir las distorsiones económicas y contribuir a una más equilibrada distribución de la renta y a la reducción de las disparidades regionales.  El Congreso aprobó una nueva ley de quiebras y, conjuntamente con el nuevo sistema unificado de información crediticia –que estimulará la competencia entre bancos comerciales—deberá contribuir a la disminución del costo del crédito y a crear un mejor ambiente para las inversiones.  El 8 de diciembre último se promulgó una amplia reforma de la judicatura que fortalece aún más el imperio del derecho e incrementa la transparencia y la previsibilidad de los procedimientos judiciales, con claras repercusiones positivas para el entorno de realización de negocios.  En diciembre de 2004 se aprobó la ley que, al reglamentar las asociaciones público-privadas, posibilita iniciativas de la mayor importancia para la ampliación de la seguridad de las inversiones en infraestructura.  La convergencia de todos esos elementos da lugar a la reducción de las incertidumbres y determina mayor coherencia y transparencia institucionales.

II. INFRAESTRUCTURA Y ENTORNO REGULATORIO

La sostenibilidad del crecimiento depende de la realización de inversiones encaminadas al aumento de la capacidad de producción.  Las inversiones en mejora y ampliación de la infraestructura vial, energética, portuaria o sanitaria son fundamentales para corregir los puntos de estrangulamiento que suscitan aumento de costos e inflexibilidad de la oferta. Por su volumen y plazo de madurez, esas inversiones requieren un entorno regulatorio que haga posible la rentabilidad y la previsibilidad del inversionista.  La ley de las asociaciones público-privadas (APP), aprobada por el Congreso Nacional en diciembre, procura sanear la cuestión de la rentabilidad de las inversiones privadas en infraestructura, propiciando un entorno regulatorio más previsible y transparente para esas inversiones.

Las APP permitirán que las empresas se responsabilicen del financiamiento total de sus emprendimientos en obras públicas.  La ley prevé dos tipos de asociaciones.  En la “concesión patrocinada”, la iniciativa privada se resarcirá por tramos a lo largo del contrato:  las llamadas “contraprestaciones”.  En este caso los inversionistas privados podrán hacer suyo el ingreso de la tarifa que se cobrará a los usuarios de los servicios.  La segunda modalidad de asociación es la “concesión administrativa”.  Los inversionistas privados ejecutarán obras o prestarán servicios a la Administración Pública y serán remunerados por el Poder Público.  La construcción y administración de cárceles es  un ejemplo de posible aplicación de esa asociación.

III. FUNDAMENTOS AMBIENTALES PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE

Desde la década del setenta Brasil ha venido invirtiendo en desarrollo de fuentes de energía limpia y ha creado una matriz energética con bajo nivel de emisiones.  Actualmente cerca del 41% de la oferta de energía en el país proviene de fuentes renovables (notablemente, alrededor del 14% de fuente hidroeléctrica y 12% de productos de caña de azúcar).  Si se considera tan sólo la oferta de energía eléctrica, aproximadamente el 74% es de origen hídrico.  Se está estimulando las inversiones en ampliación de capacidad de producción de biodiesel (inclusive en investigación y desarrollo) y esa modalidad de combustible seguramente ampliará su participación en la matriz energética en los próximos años.

La experiencia de operación de una matriz energética limpia y el desarrollo de fuentes de energía de baja emisión fueron antecedentes valiosos para la creación, en diciembre de 2004, de los mercados de crédito de carbono:  el Mercado Brasileño de Reducción de Emisiones-MBRE.  En lo que se refiere a los créditos de carbono también es significativo el hecho de que Brasil presentó el primer proyecto aprobado por el Consejo Ejecutivo del Mecanismo de Desarrollo Limpio establecido en el ámbito del Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, a saber, el Proyecto Nova Gerar, en el Estado de Río de Janeiro.

IV. TRABAJO, EMPLEO E INGRESOS

La alta prioridad atribuida a la equidad y a la inclusión social hace foco de atención preceptiva las políticas de generación de empleo e ingresos.  La primera condición para la generación de empleo y oportunidades de obtención de ingresos consiste, ciertamente, en la reanudación de un crecimiento económico sostenido.  Como consecuencia de la revitalización de la economía en 2004 –en que la tasa de crecimiento del PIB superó el 5%-- se crearon más de 1.800.000 nuevos puestos de trabajo entre enero y noviembre.  Para potenciar aún más esa tendencia positiva el Gobierno ha procurado brindar mayor apoyo técnico y crediticio a la pequeña empresa y a la microempresa, así como a la calificación profesional.

Las pequeñas y medianas empresas (PYMES), cuyo papel en la generación de empleo es incuestionable, son el objetivo de programas encaminados al alcanzar, entre otras, las metas siguientes:  a) mejorar su competitividad, equiparándola a los patrones internacionales, y b) contrarrestar problemas emanados de la operación en pequeña escala, principalmente en lo que se refiere a la logística de la venta y distribución a mercados extranjeros.  En esos programas se destaca la participación de PYMES en programas que tienen como objetivo dar solución a los problemas técnico-gerenciales que hacen surgir barreras a la exportación.

En lo que se refiere al microcrédito, cabe subrayar que entre el comienzo de 2003 y mayo de 2004 se aprobaron 612 millones de reales (US$226,7 millones aproximadamente) para 964.000 operaciones.  El acceso al crédito por parte de quienes se encontraban al margen del sistema bancario comercial ha contribuido a promover una “cultura empresarial” en una capa de población que, precisamente, carece de crédito para utilizar mejor las herramientas de su profesión.  El Brasil prepara la celebración del Año Internacional del Microcrédito, en 2005, proclamado en virtud de una iniciativa adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

La política de promoción del empleo atiende igualmente la preocupación referente a la calidad. Para alcanzar ese objetivo, el Plan Nacional de Calificación (PNC) hace hincapié en la educación profesional, como parte de un proceso que conduce a la inclusión social y al fortalecimiento de la ciudadanía.  Procura también la integración de los objetivos de calificación con políticas más amplias de fomento del empleo y aumento del ingreso, así como una conjunción entre esos objetivos y las políticas de educación, desarrollo e innovación/capacitación tecnológica.

Los principales objetivos del PNC consisten, por lo tanto, en a) promover la formación de los trabajadores brasileños en el más amplio sentido (intelectual, técnico, cultural y político); b) fortalecer las posibilidades de empleo e incrementar la participación de los trabajadores en el proceso de creación de oportunidades de empleo; c) aumentar la escolaridad del trabajador; d) promover la inclusión social, la reducción de la pobreza y la lucha contra la discriminación en el trabajo, y e) aumentar la productividad y calidad de la mano de obra, mejorando así los bienes y servicios y logrando mejoras en cuanto a competitividad, oportunidades de empleo e ingresos del trabajador.

V. CRECIMIENTO CON EQUIDAD

Por crecimiento con equidad se entiende la preparación de toda la sociedad para aprovechar las oportunidades generadas por el crecimiento. Requiere, por ejemplo, políticas de promoción de la capacidad de empleo que abarquen educación, salud y una enseñanza profesional en sintonía con las necesidades de una economía dinámica y en proceso de modernización.

La mayor dificultad para la ejecución de esas políticas, además de los naturales problemas de coordinación, consiste en la tendencia a la formación de ciclos viciosos que el asistencialismo de por sí no hace más que reforzar.  La falta de oportunidades de empleo es una amenaza permanente para las familias de bajos ingresos, lo que impide la adecuada formación de las nuevas generaciones y su calificación para lograr mejores oportunidades de empleo y ganancias que les permitan romper el ciclo y superar la condición de pobreza.

El Brasil está aplicando con decisión políticas tendientes a aumentar la escolaridad de los niños pobres, principalmente por medio de programas de complementación de los ingresos familiares que condicionan los desembolsos  a la frecuencia de permanencia de los niños en la escuela y a sus visitas regulares a los puestos de salud.  La llamada Beca Familia, que forma parte del Programa Hambre Cero, es una estrategia de acción unificada que integró diversos beneficios que se concedían separadamente.  El usufructo de los beneficios también está condicionado a que los padres se sometan a exámenes prenatales y participen en actividades de asesoramiento nutricional, capacitación profesional y alfabetización.  El programa, iniciado en octubre de 2003, atiende a más de cuatro millones de familias en 5.461 municipios (lo que corresponde a una cobertura del 98% de los municipios del país).

El programa Hambre Cero comprende una vasta gama de acciones centradas en la seguridad alimentaria cuyo objetivo consiste en combatir la pobreza por medio de transferencias y beneficios y ampliar el acceso a los servicios públicos por parte de las familias carenciadas.  El programa comprende asimismo la distribución de 1.500.000 canastas básicas a familias en situación de extrema carencia, entre las cuales 234.000 familias “sin tierra”, 180.000 familias afectadas por inundaciones y sequías, 35.000 familias de comunidades indígenas, 15.000 familias de comunidades que siguen residiendo en quilombos.

El programa Hambre Cero incluye asimismo medidas de ayuda a la región semiárida, que es la de mayor concentración de pobreza del país.  Esas acciones tienen como objetivo el aumento del suministro de agua y la difusión de tecnología agrícola apropiada para las condiciones locales.

El programa Hambre Cero comprende acciones desarrolladas en estrecha coordinación y con responsabilidad compartida entre los diferentes niveles del Gobierno (federal, estadual y municipal), las empresas y la sociedad civil.

VI. EDUCACIÓN

El Brasil superó las metas de alfabetización fijadas para 2003.  El número de personas que inició su proceso de alfabetización en ese año fue de 3,2 millones, en comparación con una expectativa anterior de tres millones.  El acelerado avance del proceso de alfabetización y escolarización ha dado la tónica en el país en la última década.  En 2002 la tasa de frecuencia líquida de permanencia en la escuela, en el nivel básico, de las personas de 7 a 14 años, fue de 93,8%, y la tasa de alfabetización de las personas de 15 a 24 años llegó al 96,3%, en comparación con 91,3% en 1992.

Aunque aún se requieren significativos avances cualitativos en materia de educación en el país, así como en lo referente a la tasa de frecuencia líquida del nivel medio (afectada por la repetición y la evasión escolar), el desarrollo, en esa esfera, ha sido bastante rápido y significativo. La actual administración ha concentrado esfuerzos en lograr mejoras cualitativas y eliminar las barreras (extraescolares) que provocan evasión, bajo rendimiento y repetición.

En ese marco adquieren importancia fundamental programas tales como la Beca Familia, arriba descrito.  Programas que establecieron un sistema de gratuidad del transporte escolar (principalmente en las zonas rurales), del material escolar y de la alimentación en las escuelas también contribuyen a eliminar obstáculos a la universalización de la enseñanza básica y media y a atenuar los desincentivos a la continuidad de los estudios que impone la situación de carencia.  Otras acciones previstas en programas como el Programa de Expansión y Mejoramiento de la Red Escolar (PROMED) procuran mejorar la enseñanza pública, específicamente mediante mejoras de la infraestructura, el equipamiento y el material escolar y de enseñanza.

VII. SALUD

En la esfera de la salud cabe destacar los resultados alcanzados, especialmente, en el control del VIH/SIDA.  No se trata solamente de medidas de prevención (que comprenden la distribución gratuita de preservativos), sino también de la prestación de asistencia médica en gran escala a los portadores del virus.  La cooperación con las ONG es un elemento clave de esa política, que ha servido de referencia para la formulación y ejecución de políticas nacionales en todo el mundo. La experiencia brasileña ha sido aplicada también en diversos programas de cooperación técnica Sur-Sur, a solicitud de los países receptores de la asistencia.

Otro hecho importante fue el desarrollo de un sistema de salud familiar que conjuga equipos de profesionales de la salud para la atención de las familias y hoy beneficia a cerca de 65 millones de personas.  Las farmacias populares, que venden medicamentos a precios inferiores en aproximadamente 80% a los aplicados por las farmacias comerciales, representan otro beneficio importante para la población más pobre.

VIII.  EJERCICIO EFECTIVO DE LA DEMOCRACIA

La votación electrónica se ha revelado como un factor de indiscutible importancia para garantizar la importancia de la democracia en el país.  En las elecciones municipales de 2004, enteramente informatizadas, 102.817.864 electores utilizaron las 406.000 urnas electrónicas distribuidas en todo el territorio brasileño para elegir a 5.562 alcaldes y 51.819 concejales.  También a ese respecto es cada vez más frecuente que se solicite y conceda información sobre la experiencia brasileña en iniciativas de cooperación de interés para otros países latinoamericanos.

IX. BUENA GESTIÓN DEL ESTADO, TRANSPARENCIA Y LUCHA CONTRA LA EVASIÓN FISCAL Y LA CORRUPCIÓN

Un uso intensivo de la informática ha permitido obtener resultados muy significativos para las múltiples iniciativas adoptadas para mejorar la gestión del Estado, aumentar su transparencia y hacer más eficiente su actuación, bajo el imperio de la ley, en la lucha contra la evasión fiscal y la corrupción.

Las subastas electrónicas para las compras gubernamentales se están consolidando como importante factor de transparencia en la gestión de los dineros públicos.  En 2004 ya se aplicaron al 61% de las compras del Estado, y determinaron una reducción media de los precios del orden del 20%.

El uso de la Internet para las relaciones entre el ciudadano y el Estado tiene lugar, por ejemplo, en la entrega por vía electrónica de las declaraciones del impuesto sobre la renta y en la posibilidad de realizar el seguimiento de procesos administrativos de interés de los ciudadanos por la red mundial.  Se establecen y consolidan así la cultura y la práctica del “gobierno electrónico”.

El Programa de Optimización de los Recursos Públicos, en cuyo contexto todos los ministerios procuran racionalizar sus gastos, ya ha permitido reducir en un 28,8% el gasto público agregado, sin detrimento de la calidad de los servicios públicos.

La lucha contra el problema de la evasión fiscal dio lugar, entre enero de 2003 y mayo de 2004, a aproximadamente 22.000 procedimientos fiscales contra la evasión y el fraude fiscal, que determinaron multas y pagos por un valor de R$61.800 millones (aproximadamente US$22.000 millones).  La lucha contra la evasión comprende también la de las contribuciones sociales y los aranceles aduaneros y, en esas categorías, dio lugar a la recuperación de R$23.850 millones en el período mencionado.

La Contraloría General de la Unión --órgano de asesoramiento  de la Presidencia de la República encargado de asuntos relativos a la defensa del patrimonio público, al control interno, a la auditoría pública y a las actividades propias de una auditoría general—estableció un sistema de inspección de las cuentas de las alcaldías municipales a través de un sistema de muestreo, establecido por sorteo, para mejorar la gestión de los recursos públicos.  En el marco de ese sistema ya fueron inspeccionadas más de 400 administraciones municipales.

El Gobierno creó una serie de auditorías del Poder Ejecutivo para dar mayor transparencia a la gestión del Estado.  El sistema, dotado de amplia capilaridad y con 92 unidades en todo el país, está encaminado a controlar la conducta de los agentes públicos en la gestión del Estado.

X. IMPERIO DEL DERECHO, LUCHA CONTRA EL DELITO Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

El Gobierno brasileño creó el Sistema Único de Seguridad Pública para coordinar las acciones de los órganos federales, estaduales y municipales a los que compete el mantenimiento del orden público y la administración de la justicia penal.  Se procedió a evaluar proyectos y asignar recursos del Fondo Nacional de Seguridad Pública a la luz de directrices unificadas.

El Sistema de Integración Nacional de Informaciones de Justicia y Seguridad Pública está siendo ampliado y reestructurado, integrándose distintas bases de datos.

Para hacer más eficaz la lucha contra el lavado de dinero, que es un factor clave para desarticular el crimen organizado y constituye una prioridad para el actual gobierno, se creó el Departamento de Recuperación de Activos y Cooperación Jurídica Internacional, así como un Gabinete de Gestión Integrada de Prevención y Lucha contra el Lavado de Dinero.

Como resultado de la coordinación entre los órganos relacionados con la seguridad pública y la justicia penal en los diversos niveles de Gobierno, en los dos últimos años se realizaron 12 operaciones en gran escala que llevaron a la desarticulación de varias redes de operaciones ilegales relacionadas con contrabando, piratería, tráfico de drogas, corrupción, fraude, delitos ambientales, delitos electrónicos, lavado de dinero, tráfico ilegal de armas, etc.

Ha tenido gran éxito la campaña de desarme de la población, con la compra, por parte del Gobierno Federal, de todas las armas entregadas por los ciudadanos en puntos específicos de recolección.  En cuatro meses se recogieron 160.000 armas de fuego. Además el Congreso aprobó, y el Presidente promulgó, una nueva ley que limita aún más la circulación de armas de fuego en el país (el “Estatuto del Desarme”).

La reforma de la judicatura, aprobada a comienzos de diciembre, da continuidad, por otra parte, al proceso de perfeccionamiento del sistema judicial, haciéndose hincapié en medidas encaminadas a agilizar su funcionamiento y ampliar el acceso a la justicia.

XI. POLÍTICAS CONTRA LA DISCRIMINACIÓN—CUESTIONES DE GÉNERO Y ETNIA

Entre las iniciativas de lucha contra la discriminación de género recientemente adoptadas cabe destacar las siguientes: creación del servicio Disque Salud de la Mujer; lanzamiento del Plan Nacional de Prevención, Asistencia y Combate a la Violencia contra la Mujer; incentivos a programas de capacitación de profesionales de las Delegaciones Especializadas de Atención de la Mujer, y apoyo a campañas de repudio y prevención de la violencia contra la mujer.

Por otra parte se han adoptado nuevas medidas de asistencia –inclusive económica—a favor de los afrodescendientes, notoriamente en el ámbito del programa Primer Empleo y del acceso a las instituciones públicas de enseñanza.

Los pueblos indígenas también se han visto beneficiados por el avance del proceso de deslinde de sus tierras: tan sólo de enero a mayo de 2004 se realizó el deslinde de once nuevas Tierras Indígenas, lo que beneficia a 5.904 personas.  En los últimos años, la asistencia médica y social, además del acceso a la educación y al saneamiento básico, experimentaron sensibles mejoras en lo que se refiere a la atención de las comunidades indígenas.
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